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Resumen
El auge de la participación social en diversas naciones 
de Latinoamérica, ha ameritado cambios sustanciales en 
las normas jurídicas que regulan la materia, así como 
la ampliación de los canales por los cuales los grupos 
de base puedan ejercer más eficientemente dicha 
participación. No obstante, persiste la percepción por la 
cual el poder constituido, en su mayoría conformado por 
los organismos de estado, aun sigue rigiendo el destino 
de todos quienes conformamos el poder constituyente (el 
electorado y el ciudadano común). Este ensayo pretende 
resaltar a la equidad como uno de los principales factores 
que propenden dar mayor fluidez a la mencionada 
participación social, pero también al desarrollo 
institucionalizado del poder constituyente o que, visto 
de otra forma, manejado con sentido de injusticia dicho 
factor determinante de la democracia y la participación, 
pudiese vulnerar la paz social y ocasionar circunstancias 
que contravengan igualmente la gobernabilidad. Para 
ello es preciso rescatar el concepto más genuino de 
equidad en el contexto de la democracia y participación 
social. Por lo tanto, se concluye que los problemas de 
gobernabilidad en Venezuela responden en parte a la 
discrecionalidad de los poderes legislativo (Asamblea 
Nacional) y ejecutivo (Presidencia de la República) en 
determinar quiénes y cómo se ejerce la participación 
ciudadana, lo que ha dejado de ser un mérito propio de 
la sociedad civil y las comunidades organizadas, para ser 
un flujo comunicacional y eventualmente de deliberación, 
diseñado y regido por dichos poderes constituidos.
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Abstract
The boom of social participation in diverse nations 
of Latin America has forced substantial changes in 
the lawful regulations that norm the matter, as well as 
the growth of the channels through which groups of 
base could perform more effectively such participation. 
However, the perception by which the constituted power, 
mainly conformed by the state organisms, still prevails in 
governing the destiny of all who are part of the constituting 
power (the electors and the common citizens). This essay 
proposes to enhance equity as one of the main factors 
that tend to offer more fluency to the mentioned social 
participation, but also enhance the institutionalized 
development of the constituting power, or that seen, in a 
different manner, managed with a sense of injustice, such 
determining factor of democracy and participation, could 
transgress social peace and generate circumstances 
that could also make an attempt on governability. So it 
is precise to rescue the most genuine concept of equity 
in the context of democracy and social participation. 
Hence, in conclusion: the problems of governability in 
Venezuela respond to (in part) to the moderation of the 
legislative powers (National Assembly) and the executive 
power (President of the Republic) in determining who and 
how the citizen participation is performed, which is no 
longer a self-merit of the civil society and the organized 
communities, to become a communicational flow and 
eventually, a deliberating event, designed and ruled by 
such constituted powers. 
Key words: democracy, social participation, social 
justice, collectivism, governability.  
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1. INTRODUCCIÓN
El abordaje del tema colectivismo, equidad y 
participación social, plantea el reto de sugerir el rescate 
del sentido originario y más justo de la participación 
en sociedad, lo cual aborda también la distribución de 
los deberes y derechos en el mismo ámbito, de una 
manera más dinámica y menos lineal o predecible. Esto 
supone por igual, el abordaje de estrategias y canales 
de participación para que los ciudadanos accedan de 
manera más efectiva a la solución de sus problemas.
Por ello y, aun cuando en la actualidad distintos 
sectores han analizado y propuesto innumerables 
argumentos para facilitar el acceso de los ciudadanos 
a las instituciones del estado y sus recursos, aun no se 
dilucida la razón de fondo por la cual creemos injusto 
el mecanismo político de la participación social en el 
contexto de la democracia representativa, por lo cual no 
todo es medible a partir del cumplimiento de la ley o el 
acuerdo legal de los actos en sociedad.
Es así como el enfoque que quiere darse a este 
ensayo, coincidiendo con Uvalle (2001)1, trasciende 
a las leyes y determinismos históricos al momento de 
vislumbrar la configuración de los sistemas sociales 
y económicos; hacerlo sólo a partir del acuerdo legal, 
pudiese ser atemporal por cuanto no contempla a 
la sociedad como un organismo vivo, capaz de auto 
regularse.  No olvidemos la rapidez con que se han 
dado ciertos procesos de participación en Venezuela 
y América Latina, lo cual hace a la dinámica social de 
avanzada frente al marco jurídico regulatorio, muchas 
veces limitante de la misma participación.
Este intrincado organismo tiene dinamismo propio y 
es, trayendo al mismo Uvalle, susceptible de multiplicarse 
hasta conseguir  que la sociedad tenga condiciones 
favorables de vida. En otras palabras, no podemos 
estimar (más bien subestimar) el análisis de equidad, 
justicia y participación social, a partir de lo clásico y 
ortodoxo.
El colectivismo entonces no es producto de una mera 
tendencia política, sino de un despertar global de la 
humanidad por reconocerse a partir de la cooperación, 
ya no más a través de la competencia. La clave está, 
entonces, en que los grupos tracen e institucionalicen 
sus propios canales de encuentro e intercambio, sin 
aguardar a que gobierno alguno lo haga, Tal vez como 
aun lo hacen muchas de nuestras sociedades originarias 
de América Latina.
Este es el espíritu del poder constituyente, y una vez 
internalizado y apropiado su trascendente concepto, 
por parte de los colectivos de base, estos perderán el 
temor al control, y pasarán entonces a regir su propio 
destino y surgirá así el auto gobierno. De allí que el 
propósito del presente ensayo, es generar una necesaria 
reflexión en torno al tema de la participación social en 
Venezuela que, sin la intención de alcanzar una profunda 
disertación, al menos se quiere radicar la discusión en 
torno al tratamiento sesgado que se le da a la equidad 
esta nación caribeña y la inserción del término en el 
manejo del colectivismo y la participación, lo cual pudiese 
estar afectando considerablemente la posibilidad de una 
adecuada gobernabilidad y paz en la sociedad política 
venezolana.
2. JUSTICIA Y EQUIDAD
2.2 DEL PODER CONSTITUIDO AL PODER 
CONSTITUYENTE Y EL ESTADO LEGAL DE 
LA CARGA DISTRIBUTIVA
Se nos hace imposible abordar el tema de la 
participación social, sean cuales sean las modalidades 
de democracia representativa, participativa y directa, 
dejando de lado la concepción de justicia en nuestra 
sociedad, lo cual condiciona la manera de participar en 
toda sociedad política, por más que los colectivos de 
base y grupos de interés presionen por abrir y mantener 
espacios de poder y participación popular.
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El origen de la aplicación de justicia, incluso su 
propia definición, nos lleva no sólo a la observancia en 
la aplicación de las leyes sino también, parafraseando 
a Rawls (1971:23), a la manera en que las diferentes 
instituciones sociales distribuyen los deberes y derechos 
fundamentales, como también establecen las bases por 
las cuales se distribuirán las ventajas derivadas de la 
participación y cooperación social. 
A pesar de la visión liberal de Rawls, en tanto 
eleva a la misma categoría de protección jurídica a la 
libertad de pensamiento respecto a propiedad privada 
de los medios de producción y a la libertad de competir 
económicamente, podemos aceptar que la justicia va 
más allá del simple cumplimiento de las leyes.
Por cierto, cuando García Pelayo (1995:22) habla de 
los fundadores de nuevas épocas, capaces de crear un 
orden de participación que trascienda a ellos mismos, 
sugiere que las contingencias que se deriven de este 
nuevo orden, no pueden encerrarse en la rigidez del 
sistema jurídico positivo.
Pero, también es cierto, que la justicia en toda 
sociedad depende de la forma y el alcance en que son 
distribuidos los deberes y derechos, principalmente 
las condiciones sociales de todos los grupos que allí 
participan, como también del acceso de estos a las 
distintas oportunidades económicas propias de su 
contexto, sean creadas por ellos mismos o generadas y 
administradas por las instituciones públicas.
Dependemos también de la cualidad racional de 
los administradores de justicia, porque no sabemos 
exactamente cuáles principios serán más satisfactorios 
para una de las partes, al tiempo que lo sea para las otras 
conformantes de la misma sociedad política, por tanto 
pudiera no ser válido para las partes por igual en todos 
los casos en que se administre justicia, atendiendo las 
reflexiones de Rawls (1971:23).
¿Cómo mantener entonces un cuerpo de leyes que 
responda a la nueva dinámica de participación social, 
pero que permita recordar el ánimo central de normas y 
directrices que condicionen a tal dinámica?
Definitivamente, tal como lo vemos hoy día, la 
frecuencia de actualización jurídica mostrada por un país 
determinado, puede dar luces respecto a su capacidad 
de amoldarse a las variadas y crecientes exigencias 
sociales. Pero no lo es todo.
Este cuerpo de normas debe ir acompañado de un 
considerable ánimo político institucional por dar cabida 
a los más extraños, crecientes y permanentes disensos 
y debates, por medio de los cuales fluyan las tensiones 
propias de la diversidad encontrada en los componentes 
vivos de la sociedad política2. 
Sin embargo, coincidiendo con García (2005), no es 
fácil construir este cuerpo central de normas desde una 
perspectiva que excluya al legítimo otro en sociedad. El 
reconocimiento del otro yo, por parte de cualquiera de los 
actores sociales, es esencial para la preservación de la 
más legítima democracia en la participación social. 
La madurez política entonces, está precedida de la 
madurez cultural de los grupos que hacen vida en la 
sociedad política, junto con la creación de espacios de 
participación que paulatinamente irán consolidando las 
nuevas instituciones de referencia legítima en sociedad.
2.3 LA DEMOCRACIA LIBERAL Y 
REPRESENTATIVA COMO EXTRAÑO 
CONTEXTO DEL COLECTIVISMO Y 
PARTICIPACIÓN CONTEMPORÁNEA
Partiendo de la visión de Rawls (1971:25), los 
principios de justicia y mejor carga distributiva de 
deberes y derechos, son aplicables a una “sociedad bien 
ordenada”, lo cual supone el cumplimiento de su razón 
de ser.
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Ahora bien, en vista de la compleja naturaleza 
humana, sociológica y política, que puedan caracterizar 
la interacción de los diversos grupos de persona en 
toda sociedad, ¿Qué sucede con el “mantenimiento de 
instituciones justas” en una sociedad cuyo orden escapa 
al previsible lineamiento de los eruditos de la política?
Usualmente, cuando la dinámica política de la 
sociedad civil evoluciona a un ritmo más veloz y sentido 
de libertad, distinto a los cambios jurídicos que debe 
administrar el estado, los colectivos de base (sean 
sus intereses egoístas o altruistas) tenderán a crear 
salidas propias que permitan liberar el desarrollo de sus 
intereses económicos, tecnológicos y gregarios, con 
consecuencias jurídicas, políticas y sociales, en algunos 
casos irreconciliables.
Es así como esta especie de pérdida de legitimidad 
hace que los grupos de interés afectados, a medida que 
construyan sus propios nichos de mercado y de acuerdos 
políticos, aprovecharán estas inconsistencias para iniciar 
por la vía de facto, manifestaciones de desobediencia 
civil, que puede generar todo tipo de acciones de 
resistencia a partir de los espacios de poder que ostentan 
dichos grupos.
Esta resistencia se manifiesta en un sistemático y 
silencioso boicot contra la administración de una variada 
gama de políticas de estado que, dependiendo de la 
correlación de fuerzas, pueden vulnerar la gobernabilidad 
de una sociedad que se creía ordenada, tal como ha 
sucedido en Venezuela durante la primera década del 
siglo XXI.
Por ello importante que sean cada vez más explícitos 
los acuerdos de la “clase gobernante” para con los 
grupos de interés que hacen vida en la sociedad pero, 
más aun, respecto a aquellos surgidos del seno de la 
misma sociedad política. 
En otras palabras, bajo el supuesto por el cual exista 
una justa distribución de deberes y derechos por parte del 
estado, es fundamental para la estabilidad del clima socio 
político de un país, que se incrementen los procesos de 
participación, deliberación y escucha de los sectores 
que legítimamente aun mantienen espacios de poder a 
partir de antiguas plataformas productivas que ostentan 
distintas instituciones propias de la superestructura. 
Pero también debe ser válido, insistimos, para las bases 
sociales que sostienen a los nuevos grupos en el poder 
constituido.
En este sentido, la superestructura, o el manejo 
deliberado de la religión, educación y medios de difusión, 
por parte de distintos grupos que pudieran ver desplazados 
sus intereses económicos en la sociedad política de la cual 
por excelencia han participado, conforma una capacidad 
de resistencia que mina los factores de decisión entre 
los individuos no necesariamente pertenecientes a los 
mencionados colectivos. En otras palabras, poseen la 
capacidad de socavar la cohesión dentro de los grupos 
afectos a los sectores de gobierno.
Con el ánimo de mantener el punto central del ensayo, 
es preciso referenciar nuevamente a Rawls (1971: 163), 
por cuanto pudiese existir el velo de la ignorancia en los 
grupos en pugna con los administradores de justicia, pero 
a causa de un deficiente manejo de la información por 
parte del estado, que a su vez no contribuya a esclarecer 
aspectos propios de la administración de deberes y 
derechos que intenta hacer el mismo estado en torno 
a los mecanismos de participación social, perderá 
efectividad y vigencia la forma de gobierno en la misma 
sociedad política.
Este círculo vicioso ha provocado en muchas naciones, 
terribles rupturas justificadas por el mal manejo de la 
gobernabilidad. Pero, ¿Cómo se maneja eficientemente 
la capacidad de gobernar, cuando una inmensa mayoría 
de los ciudadanos conocen las intenciones del estado, 
por medio de vasos comunicantes no administrados por 
dicho estado, ergo distorsionando deliberadamente su 
mensaje por parte de los grandes medios de difusión? 
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El asunto se  agrava cuando una colapsada 
democracia trata de compensarse o sostenerse con 
mayores estructuras, cada vez más burocratizadas, 
derivadas de los mismos modelos atrofiados de 
democracia.
Pero, tal como lo plantea García Pelayo (1995: 34), “a 
medida que una clase se va aproximando a su declinación 
política, se invierten hasta cierto punto sus arquetipos” 
y esto es precisamente lo que se está evidenciando en 
América Latina cuando, más especialmente, la extrema 
izquierda se ha plegado a favor de la extrema derecha 
para oponerse a regímenes de corte popular; con 
algunos casos evidentes en Brasil, Bolivia y sobre todo 
Venezuela, aun cuando hay casos para nada desechables 
en naciones con “mayor grado” de desarrollo político3.
En muchos casos se incrementa la participación 
popular, aumentando el tamaño del estado para 
asegurar los canales de participación pero, para poder 
controlar la eficiencia de los procesos de participación, 
necesariamente los actores de gobierno han debido 
aumentar también la centralización en la administración 
de las competencias de regulación por cuanto por 
lógica administrativa, pudiera escapar del control de 
los gobiernos locales el aseguramiento de medidas 
populares para garantizar además una estandarización 
en dichos procesos de participación.
Insistimos que, el concepto de democracia tal como 
lo hemos concebido por siglos, queda obsoleto ante 
la interesante amplitud de participación actual de los 
obreros, comerciantes, presidarios, discapacitados y 
especialmente el enfoque de género que da igualdad de 
condiciones a las mujeres en roles de toda índole. En fin, 
sectores sociales en algunos casos muy heterogéneos, 
que no eran tomados en cuenta en la antigua Grecia 
como “cuna de la democracia” occidental, como agentes 
de participación y deliberación, de hecho no eran 
considerados demo.
En este sentido, hay estados que se esfuerzan por 
fomentar la masiva participación social, como es el 
caso venezolano, no obstante mantienen la estructura 
burocrática clásica con apreciables reformas; diseñada 
en origen (siglos XIX y XX) para convencer a las clases 
menos privilegiadas que, aun cuando la distribución de 
derechos no sea igualitario, puede justificarse el caso por 
el cual según Rawls (1971: 32) “unos pocos obtengan 
mayores beneficios con tal que con ello se mejore la 
situación de personas menos favorecidas”, tal como se 
desprende de las democracias típicas del siglo XX.
Si no hay una rectificación oportuna, se estarían 
consolidando de manera amenazante, condiciones para 
incentivar una nueva explosión liberal en la política con 
la economía como punta de lanza, tal como ocurrió en 
Inglaterra a finales del siglo XVIII, cuando ante el control 
absoluto del estado monárquico, la burguesía industrial 
justificó la consolidación de lo que hoy llamamos 
liberalismo.
Y es que, como plantea el teólogo noruego Sturla 
Stalsett (2003)4, no sirve de nada seguir determinadas 
reglas, si éstas en sí son efectivamente consideradas 
malas para una parte representativa de la sociedad.  Por 
ello es necesario recordar el velo de la ignorancia bajo 
el cual nos somete intencionalmente la superestructura, 
aun dominada por sectores tradicionales de poder.
La brecha liberal amenaza entonces, con arrojar a 
un profundo abismo las posibilidades de un desarrollo 
endógeno y colectivista, entre tanto no sea reestructurado 
el estado a partir de la refundación de las instituciones, 
más no de la redefinición funcional observada en el 
grueso de medidas de gobierno, en el caso venezolano, 
por ejemplo.
Esto no quiere decir que quedará abolido el conflicto, 
por cuanto coincidiendo con García Pelayo (1995: 24), 
por más complaciente que sea el orden político, no puede 
eliminar por completo la posibilidad de la existencia de 
diferencias entre los actores de la sociedad política, 
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lo cual es natural al ser humano. Más aun, debe ser 
canalizada esta lucha de intereses por los medios más 
fluidos y adecuados.
Es así como, en el caso de la nueva política 
venezolana en materia de inclusión y participación social, 
el gobierno nacional junto a distintos colectivos propios 
de la sociedad civil y comunidades organizadas, ha 
promovido todo un entramado jurídico para dinamizar 
los procesos de participación, entendiendo este nuevo 
paradigma como la más óptima manera de impulsar 
la descentralización y transferencia de competencias 
públicas.
Con la nueva constitución nacional, el gobierno 
venezolano se ha planteado el reto práctico, sin dejar de 
ser tener una fuerte carga ideológica, de transferir cada 
vez más poder al ciudadano a través de los órganos que 
ha creado para tal fin a lo largo de la primera década del 
siglo XXI.
2.4  LA PARTICIPACIÓN SOCIAL EN LA 
VENEZUELA ACTUAL, MARCO JURÍDICO 
REFERENCIAL
A partir de la entrada en vigencia de la Constitución de 
la República Bolivariana de Venezuela (1999, reimpresa 
en 2000), nuestra sociedad cuenta con un marco 
jurídico cada vez más nutrido en materia de fomento a la 
participación popular. La norma constitucional, cuenta con 
un profuso articulado en esta materia, dentro de lo cual 
destacamos los siguientes preceptos clave o pprincipios: 
Integridad territorial, cooperación (Art. 4); Soberanía 
Popular (Art. 5); Gobierno democrático (Art. 6); Derecho 
a la información (Art. 51); Derecho de participación (Art. 
62); Medios de participación y protagonismo (Art. 70); 
Responsabilidad social de la participación (Art. 132)¸; 
Creación de los Consejos de Planificación y Coordinación 
de Políticas Públicas Estadal (Art. 166); Creación de 
los Consejos Locales de Políticas Públicas (Art. 182); 
Mecanismo  de  descentralización  y  transferencia  de 
competencias públicas a las comunidades organizadas 
(Art. 184); Creación del Consejo Federal de Gobierno y 
políticas de descentralización (Art. 185).
Sin entrar en el detalle del cuerpo de leyes 
subrogadas a la Constitución Nacional, puesto que no es 
el propósito central de este artículo, la carta magna deja 
interpretar que el poder popular o constituyente, priva por 
encima del poder constituido tal como se aprecia en la 
siguiente pirámide del sistema nacional de planificación 
y participación popular, tal como lo refuerzan la siguiente 
legislación venezolana: (1)Ley Orgánica del Consejo 
Federal de Gobierno; (2)Ley de los Consejos Locales de 
Planificación Pública; (3)Ley Orgánica del Poder Público 
Municipal; (4)Ley Orgánica de los Consejos Comunales.
Ahora bien, tomando las palabras de Dieterich 
(2007:34), podemos conceptuar poder popular de la 
siguiente forma:
Cuando las iniciativas del poder  parten  
del pueblo y la dirigencia que ejerce el 
poder formal o instituido (especialmente 
el poder ejecutivo y legislativo) las  
aceptan y armonizar o compartir estas  
formas del poder: popular - poder del 
estado, que el pueblo pueda influir de 
manera determinante en decisiones 
trascendentales como el gasto público, 
las relaciones exteriores, el control de las 
instituciones.
   
En teoría pareciese que, tal como podemos observar 
en material doctrinario de multiplicidad de organismos 
públicos, como los editados (financiados) por la estatal 
Petróleos de Venezuela, s.a. (PDVSA), el poder 
constituyente está por encima del poder constituido y 
rige los destinos de este último. No obstante la práctica 
operacional propia de la dinámica funcional del aparato 
burocrático del estado, denota una realidad muy distinta.
Efectivamente, a los venezolanos nos ha tocado 
experimentar en vida propia la transición de una 
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democracia representativa altamente burocratizada, a 
una democracia considerablemente participativa con 
visos de democracia directa, pero aun considerablemente 
burocratizada, lo cual colide con el espíritu mismo del 
cambio estructural que se ha pretendido en nuestro país.
Es así como existe la percepción por la cual el 
estado venezolano y la gestión llevada a cabo por 
todos los organismos públicos, han querido promover la 
participación popular, tildada de protagónica, por medio 
de complejos mecanismos que al parecer se burocratizan 
cada vez más entre tanto se crean nuevas instancias, 
dependencias de gobierno, agencias y todo un cuerpo de 
funcionarios adscritos, para dar vida a los mencionados 
mecanismos.
La realidad, tal como ilustra el trabajo de Meza (2005), 
parece desprender que el poder popular es sometido con 
no poca frecuencia a las directrices emanadas de las más 
altas instancias de gobierno, cuando al mismo tiempo 
las comunidades organizadas tratan permanentemente 
de interpretar las señales que con cierta rapidez son 
ajustadas por las citadas instancias, y que buscan 
crear nuevos espacios para la participación y toma de 
decisiones de las mismas comunidades.
Sabemos que, en teoría, las normas creadas para 
promover la participación social, tienen el mejor espíritu 
de solución de los problemas que han obstaculizado 
históricamente el avance del poder popular en Venezuela, 
incluso partimos de la presunción de la buena fe por parte 
de los administradores de la política nacional.
No obstante, existen vacíos estructurales que 
amenazan con aletargar el desarrollo del poder popular, 
en la medida que sigan existiendo distorsiones en la 
aplicación de los conceptos de, por ejemplo, equidad y 
empoderamiento que deba hacerse a las comunidades. 
Tal vez la mencionada mala aplicación de estos 
conceptos, ha justificado la alta burocratización de los 
mecanismos de participación popular.
2.5    LA JUSTA EQUIDAD Y CLAVE EN LA 
VIGENCIA DEL COLECTIVISMO, COMO BASE 
DEL EMPODERAMIENTO Y DEMOCRACIA 
DIRECTA
No basta evocar la democracia directa como 
mecanismo idóneo para hacer valer la justicia y la equidad 
en nuestra sociedad. La democracia tal como usualmente 
la recordamos, al menos como ella surgió, deviene de un 
sistema en buena parte excluyente por cuanto, tal como 
fue planteado en párrafos anteriores y, en concordancia 
con Dunn5, la antigua sociedad griega no tomaba en 
cuenta para la toma de decisiones y muchas veces para 
la mejor distribución de los derechos sociales, a los 
esclavos y a las mujeres, todo lo cual pudiese sumar más 
de las tres cuartas partes de la población, sin mencionar 
parte considerable de los comerciantes.
Entonces la democracia, tal como en esencia la 
conocemos, bien pudo resultar como sistema político 
eficiente cuando se ha tratado de limitados grupos de 
interés participando en las deliberaciones para la toma 
de decisiones. 
Pero, al tratarse de estados modernos en los que 
se ha ampliado considerablemente el rango cualitativo 
y cuantitativo de participación, la democracia, en sus 
términos más genuinos (ortodoxos), tiende a perder 
vigencia entre tanto los gobiernos complementan los 
espacios y los canales de participación por medio de laxos 
procedimientos y estructuras altamente burocratizadas.
Se hace por tanto, recordando a Rawls (1971: 28), 
cada vez más complejo el que los grupos integrantes 
en la sociedad política puedan suscribir y mantener el 
convenio sobre las participaciones distributivas correctas.
Se han roto así los límites de la cooperación social 
en términos del equilibrio reflexivo planteado por Rawls 
(1971: 28); francamente planteamos que la dinámica 
sociopolítica escapa a esta visión que ya queda ortodoxa. 
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Es por ello que, los acuerdos políticos sobre la base 
del balance de satisfacciones en torno a la escala de 
valores y necesidades de cada grupo de interés (teoría 
del utilitarismo en la jerarquización de los principios, 
expuesta por el mismo autor), no es suficiente para 
convencer a un colectivo que, a escala planetaria, insiste 
cada vez más en la horizontalización del poder.
El complejo de creencias y valores, tal como plantea 
García Pelayo (1995: 20), está cambiando en el mundo 
entero, lo cual da cuerpo a “los sistemas axiológico-
políticos como variables históricas en función de las 
corrientes espirituales dominantes en una época o en 
una determinada cultura”. El autor va más allá, plantea 
que la unidad política debe responder a una existencia 
autárquica frente al exterior, en otras palabras, tener la 
responsabilidad y la decisión sobre su destino histórico.
En la consiguiente medida en que son tomadas las 
creencias y valores de determinados sectores sociales, 
entonces podrá ser considerado como parte activa 
conformante de la sociedad política6.  Tal vez por esto 
ciertos sectores, anteriormente privilegiados, hoy día se 
sienten perfectamente excluidos de la participación en la 
toma de decisiones.
Queda entonces allanado el camino para plantearse 
un colectivismo más activo que un mero movimiento 
de masas. Consiste ahora en el desarrollo de todos los 
componentes estructurales que den cuerpo funcional y 
normativo a la participación social.
Son los mismos grupos de base o poder constituyente, 
los que deben diseñar e instituir aspectos tales como el 
ritmo, sentido, los canales, alcance y condiciones de 
su participación. Tal vez se observe como un proceso 
anarquista (sin jerarquía; auto gobierno), pero considero 
que tarde o temprano se llegará a tales condiciones, 
ante la presencia de estados obsoletos que obstruyen el 
intenso fluir de la participación social en la construcción 
de su propio destino.
Ahora bien, existe una clave para impregnar al 
colectivismo de un mayor sentido de la justicia. Aquí 
juega un rol preponderante reivindicar la verdad en la 
aplicación del concepto de equidad, para no caer en 
grandes mal interpretaciones como la de sugerir que 
equidad es lo mismo que igualdad.
Esta visión errada, pueden dar pie a que autores 
de la talla de Castro Leiva (1994:80), por decir muchos 
otros, tengan al colectivismo como una “plaga de la 
servidumbre” tan dañina como el populismo, la pobreza, 
estatismo y autoritarismo que, este autor al parecer de 
pensamiento de derecha y nocivamente liberal, los pone 
en la misma categoría.
La equidad se refiere a la proporcionalidad en la 
distribución de los deberes y derechos, conforme la 
capacidad y la necesidad de cada individuo o grupo 
dentro de la sociedad. Por ello podemos considerar 
como profundamente injusta una sociedad que no sea 
equitativa, es decir, que no aplique el precepto por el 
cual, parafraseando a Engels (1884), dé a cada quien 
según sus necesidades y exija a cada cual conforme a 
sus capacidades.
Esta máxima socialista debe ser retomada como 
medio más justo para ejercer la más legítima equidad. 
Cuando esto se desconoce, sea por ignorancia o por una 
actitud deliberada, la administración del estado caerá 
indefectiblemente en populismo para el primer caso o, en 
sistemática imposición de anti valores, en caso que sea 
un ejercicio intencional de las clases dominantes.
Por tanto, una de las formas clásicas de desorientar 
los movimientos colectivistas y desviarlos de su intención, 
consiste precisamente en equiparar a la equidad con la 
igualdad, así como asimilar los términos socialismo con 
el estatismo surgido lamentablemente del estalinismo. 
Queremos sólo hacer referencia al estatismo en 
este caso, como forma de gobierno. En este ensayo 
no se valoran otros aspectos de la gestión de Josef 
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Stalin al frente de la Unión Soviética a partir de 1921. 
Valga recomendar ampliamente la obra de McCLelland 
(2003:282), en la que el autor nos advierte de la distorsión 
que se ha hecho de la esencia del marxismo y la sombra 
que nos ha llegado de él como un régimen absolutista y 
opresor a causa, precisamente, de la terrible desviación 
hecha por Stalin, por haberlo alejado de toda esencia de 
socialismo y colectivismo.
Una vez que la sociedad se ha hecho justa en 
tanto aplica correctamente el principio de equidad, los 
movimientos colectivistas tendrán mayor asidero práctico 
funcional, por cuanto sus acciones estarán cada vez 
más consolidadas en logros sustentados en instituciones 
desarrolladas, precisamente, gracias al propio esfuerzo 
del colectivo. De esta manera, la participación popular se 
hará francamente más fluida.
Por el contrario, en sociedades en las que aun 
persistan condiciones de estatismo y populismo, el 
estado se verá cada vez más burocratizado para crear 
las condiciones que “faciliten” la participación social.
Por ello el colectivismo precisa ambientes propios, 
estructuras propias y canales propios, ajenos a la clásica, 
excluyente e injusta sociedad griega que, a lo largo de los 
siglos, nos han vendido como la “madre” y más “perfecta” 
democracia y ha generado en torno a sí, la estructura 
conveniente para que subsista lo que hoy entendemos 
como capitalismo7. 
El reto entonces, está en desmontar de la manera 
más eficiente posible las estructuras actuales de los 
estados “modernos”, para construir sobre lo colectivo, la 
sociedad política más justa entre nosotros.
3. CONCLUSIONES
• A pesar de los esfuerzos del gobierno nacional, el 
sistema democrático convencional, ha quedado 
obsoleto para responder a la avalancha de 
participación popular que experimentan muchos 
países del orbe. 
• Coincidiendo con Stalsett (2004), la vulnerabilidad 
en el planeta es compartida, pero a su vez es 
claramente asimétrica, no afecta a todos por igual. 
Además, es preciso invertir la relación de libertad no 
como fin, sino como medio, y ver la justicia como 
una inclusión social radical, junto con la defensa 
incansable de la vida.
• Coincidiendo con García Pelayo (1995:30-31), 
es preciso conocer el grado de madurez de una 
sociedad política para abordar de manera más 
eficiente su nuevo momento histórico, teniendo en 
cuenta que se esté en conciencia de: (1)Saber qué 
se quiere; (2)Saber qué se puede; (3)Saber cómo 
hay que hacerlo; (4)Saber cuándo hay que hacerlo.
• La equidad representa el centro de la justicia social, 
entre tanto difiere del concepto de igualdad. Este 
último responde a una medida populista que aleja la 
posibilidad de de hacer justicia sobre la base de todo 
socialismo pretendido. 
• El colectivismo plantea la genuina posibilidad 
y capacidad de poner en práctica la tesis del 
autogobierno. Sin embargo, mientras el poder 
constituido dictamine y ejerza los mecanismos de 
control sobre el poder constituyente, se crearán 
condiciones de atrofia de los mismos mecanismos 
de participación social.
• Si el estado no canaliza de manera más eficiente 
y expedita, las decisiones de las asambleas de 
ciudadanos y ciudadanas, entonces la idea por la 
cual el poder constituyente está por encima del poder 
constituido, quedará en letra muerta su postulado, 
creando las condiciones para que las instituciones 
evolucionen a una especie de liberalismo con 
sentido social, lo cual pudiese hacer inviable la tesis 
del socialismo del siglo XXI.
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• La democracia, en el sentido más contemporáneo y 
dinámico del término, no puede gubernamentalizarse, 
como la histórica intención del estado por regular 
(controlar) la participación de los grupos de interés 
en la sociedad. Puede llegar a ser peligrosamente 
inviable y hacer surgir un irretornable quiebre 
histórico por cuanto las crecientes fuerzas vivas 
llegarán, más pronto que tarde, a ser absolutamente 
indetenibles en su paso por auto regularse; su 
institucionalidad será propia y genuina, dejará de ser 
un acto regulado por los gobiernos.
• Los gobiernos tienen claras opciones históricas: 
deben dar paso al auto gobierno, o tenderán a 
desaparecer como administrador supremo de las 
instituciones de la sociedad. Lamentablemente, en 
la gran mayoría de los casos, la opción observada 
en el ámbito mundial, no es precisamente la de dar 
paso a las fuerzas sociales cada vez más maduras y 
capaces de construir su propio destino.
 4. NOTAS
1. El Dr. Ricardo Uvalle Berrones es escritor mexicano, 
doctor en Administración Pública y docente de la 
Universidad Nacional Autónoma de México.
2. Usualmente llamamos a este mecanismo “válvulas 
de escape”, necesarias en toda sociedad para 
drenar las presiones de los grupos eventualmente en 
pugna, y así disminuir la probabilidad de estallidos.
3. Es el caso insólito de la reciente renuncia (finales de 
abril 2009) al Partido Republicano, por parte de un 
maduro y connotado senador de los EE.UU. que se 
ha pasado a las filas del Partido Demócrata, lo cual 
justifica que los actores sociopolíticos participan en 
permanentes movimientos que subsisten entre tanto 
sus intereses tienen cabida en la sociedad política. 
En el caso venezolano, algunos pocos y reconocidos 
líderes de izquierda hoy día defienden, junto a las 
más conspicuas manifestaciones de derecha, 
la aplicación de las más diversas medidas para 
terminar con el gobierno constitucional de este país.
4. El Dr. Stalsett es el director del programa de 
teología de la Universidad de Oslo, quien presentó 
la conferencia aquí referenciada, en un evento de 
corte social llevado a cabo en Belho Horizonte, Brasil 
(2003), organizado por el Banco Interamericano de 
Desarrollo.
5. Jhon Dunn es profesor del Fellow de King´s College 
en la Universidad de Cambridge. Su aparte, La 
comunidad política moderna como ficción y como 
destino, es compilado y traducido por Luis castro 
Leiva en Usos y abusos de la historia en la teoría y la 
práctica política. Revista IDEA, Caracas: 1988, p. 52
 
6. Pidiendo excusas al autor García Pelayo, Ob. cit., 
donde quiera que esté, por cuanto en el texto original 
(p. 21), éste sugiere una relación inversa a la que 
aquí sugerimos, es decir, que en la medida en que 
formen parte de la sociedad política ciertos grupos, 
entonces serán tomado en cuenta su sistema 
axiológico.
7. En la antigua sociedad griega los “notables” (término 
actual) era quienes deliberaban en el senado y 
tomaban las decisiones, jamás lo hacían las clases 
dominadas y excluidas. A su vez estos “notables” 
tenían acceso privilegiado a la mejor formación. Este 
círculo vicioso siempre fue (hasta nuestros días) 
alimentado por las clases dominantes a efecto de 
mantener a su favor, jueces, parlamentarios y, por 
supuesto, casi toda clase de normas jurídicas.
“Cuando el pueblo es consciente, el estado es la 
rémora”
Piotr Kropotkin, 1892
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